Ministerio de Economía y Hacienda. 
Delegación de Economía y Hacienda en la Comunidad Valenciana. Gerencia Regional del Catastro: Roger de Lauria, 26. 46002 Valencia.

Procedimiento: Valoración colectiva de carácter general. Ponencia de Valores Totales de Sagunto (BOP nº 15 de 25/Junio/2.012).

Expediente: 00105910.46/12
Documento:
Referencias Catastrales:
………………………………..............................................................mayor de edad, con DNI..….………….., y con domicilio a efectos de notificaciones en …..………………….……………………………………….……..., CP 465…………... …………………, Valencia. Propietario del/los bien/es inmueble/s con referencia/s catastral/es arriba indicada/s
EXPONE:
Que en virtud del presente escrito INTERPONE RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN, contra la NOTIFICACIÓN DE VALOR CATASTRAL, por encontrarla no ajustada a Derecho, con fundamento en los siguientes hechos y fundamentos  de derecho.

I. HECHOS
Primero.- Que con fecha………………………, acuso recibo de la notificación por comparecencia electrónica o correo certificado de los nuevos valores catastrales.

Segundo.- Sobre la valoración catastral del inmueble. Arbitrariedad y falta de Equidad.
A. Que supone aumentos del Valor Catastral del orden del 250 % (la construcción un 70 % y el suelo un 450 %), cuando en el periodo 1999-2011 el IPC ha subido el 49 % (octubre 2012), y el salario medio real en España, esto es, una vez descontado el efecto de la inflación, apenas creció un 6’15 % entre 2000 y 2010, crecimiento amortizado por la perdida de poder adquisitivo en los dos últimos años, aun mayores en los años iniciales del periodo de aplicación del nuevo valor catastral (- 20%).
B. Una valoración que se fundamenta en un estudio de mercado totalmente inadecuado, habida cuenta la realidad económica que en los últimos años ha sufrido el país, y en especial la valoración y posibilidades de transmisión de los bienes inmuebles, con un desplome de valoraciones y tasaciones de más del 50 %, y una caída de los precios de las viviendas, en los últimos 5 años, del 39 % (tinsa, servicio de estimación de valor de vivienda), que el propio Ministerio de Fomento la eleva al 58 % (en viviendas de segunda mano), a lo que se deberá unir la entrada, en un mercado de casi nulo movimiento, de múltiples activos tóxicos en manos de las entidades financieras que las tenían en garantía real, y han debido ejecutarlas para posteriormente liquidarlas por debajo de cualquier precio competitivo, lo que de por sí ha hundido un ya un inactivo mercado, si cabía, y que aun mas se hundirá cuando irrumpan en el mercado, los activos tóxicos del llamado “Banco Malo”.
C. En consecuencia la valoración realizada parte de un error de hecho, como es considerar un valor de mercado falso y, por lo tanto, inaplicable, según determina el Real Decreto 1020/1993 de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana.
D. Una valoración en la que los módulos MBR 3 (modulo básico de repercusión de suelo, 800 €/m2), y MBC 2 (modulo básico de construcción, 650 €/m2), son resultado de aplicar el módulo M vigente fijado en la Orden EHA/1213/2005, así como, de las determinaciones de la Norma 16 del citado RD 1020/1993. Esta Orden fijó el módulo M en 1000 €/m2, en función de los estudios sobre costes de ejecución material realizados en un número representativo de promociones inmobiliarias y los valores de mercado y los costes de ejecución material resultantes de estudios realizados por el Ministerio de Fomento, las Comunidades Autónomas y los Colegios Profesionales, así como, los valores que ofrecen las publicaciones especializadas en el año 2005. 
Tercero.- Sobre los errores materiales o formales que se incurran en la ponderación de valores.
Que en la notificación de valor catastral sobre dicho inmueble se incluyen una serie de determinaciones que resultan erróneas y que se pueden comprobar con la adjuntada escritura.
II.  FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Competencia. Es competente el órgano que dictó la resolución que ahora se impugna, tal como dispone el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Segundo.- Legitimación. Estarán legitimados para interponer el presente recurso, los que ostenten la categoría de interesados en el procedimiento, siendo éstos los titulares del inmueble sobre el que recaen las nuevas ponencias de valores. Así se reconoce en el artículo 34 de la Ley 58/2003, de 17 de Diciembre, General Tributaria.
Tercero.-  Que por aplicación de la Ponencia de Valores Totales (BOP nº 15 de 25/Junio/2.012) se ha concluido un Valor Catastral que incumple la máxima relación posible entre este y el Valor de Mercado, 0’50 según la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 14/Octubre/1998 (Apdo. 2º.2). 
Y ello por cuanto, inexplicablemente, NO se ha tenido en cuenta el coeficiente N (apreciación o depreciación económica) de la Norma 14 del RD 1020/1993 de 25 de junio, para adecuar los resultados obtenidos por aplicación de la Norma 16 de dicho RD, a la realidad del mercado inmobiliario, evaluando el sobreprecio del producto inmobiliario, por razones contrastadas de la alta demanda del mercado del año 2005.
Asimismo, por aplicación de la Instrucción de la Dirección General de Tributos de 7/Diciembre/2005 de la Conselleria D’Economia, Hisenda i Ocupació, del Valor de Referencia de Bienes Urbanos (valor real de los bienes como criterio determinante de la configuración de la base imponible), obtenido con el programa de calculo habilitado en la Web de la Conselleria (conselleria de hacienda/portal de tributos/valoración de bienes inmuebles/calculo del valor de referencia de los bienes inmuebles), resultaría un Valor Catastral (50 % del valor de referencia) muy inferior al que ahora se me ha comunicado, y mucho mas adecuado a la coyuntura económica e inmobiliaria actual.
A mayor abundamiento, según el Art. 3 del Código Civil: Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas. La equidad habrá de ponderarse en la aplicación de las normas……
En consecuencia, se deberían adecuar los valores fijados para el módulo M y sucesivos MBR; MBC a la realidad actual, ya que, la coyuntura económica y del mercado inmobiliario es notablemente diferente a la que existía en el momento de la publicación de la Orden EHA/1213/2005. 
Cuarto.- Que la valoración se contradice al aplicar los apartados 2 y 3 de la Ley 39/1988 de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, en su redacción anterior a la Ley 51/2002 de 27 de diciembre, de reforma de la misma, o bien el Art. 32 RDL 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario: “Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado podrán actualizar los valores catastrales por aplicación de coeficientes.” En este sentido, si aplicamos los coeficientes de actualización previstos en las últimas Leyes de Presupuestos Generales del Estado (hasta 2011) para inmuebles situados en municipios cuyas ponencias de valores totales fueron aprobadas con posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 5/1997, de 9 de abril, por el que se modifica parcialmente la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales (12/04/1997), en tanto que la reducción de la base imponible ya finalizo en el año 2.008, resultaría que un valor catastral del año 1.999 habría sufrido hasta el año 2011 un aumento acumulado del 23’12 % (1’0210 x 1’01 x 1’00). Aumento 11 veces menor que el que ahora se nos pretende imponer y mucho mas cercano al 44’7 % de aumento real del precio de la vivienda de 2ª mano en el periodo 2002 -2012 (julio) y al descenso del 39 % en los últimos 5 años.
Quinto.- Que en base al artículo 17 de la Ley del Catastro, por entender que la aplicación de la normativa ha sido manifiestamente incorrecta y no se ajusta a Derecho; avocando a la inseguridad a los contribuyentes que, sin ninguna posibilidad de defensa, acuden a este Órgano, presentando de este modo la IMPUGNACIÓN INDIRECTA de la Ponencia de Valores, en cuanto se ha tenido conocimiento de su existencia, dado que, a pesar de su publicidad, debido a la complejidad del asunto están condenados a depender de que los Ayuntamientos (garantes por naturaleza) sean quienes informen de que estos acontecimientos están sucediendo, y sean ellos mismos quienes los impugnen en los momentos procesales adecuados por las vías directas. (STe-aC de 13 de Septiembre de 2012).
Sexto.- Que esta parte se reserva el derecho a presentar una futura prueba pericial en la correspondiente Reclamación Económico - Administrativa, con la finalidad de mantener su disconformidad con la valoración llevada a cabo por la Ponencia, que por motivo de la celeridad tanto de procedimiento como de plazo, ha sido imposible de adjuntar con el presente escrito. 
Séptimo.- Que el Art. 62.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común  establece que “serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. Asimismo el Artículo 63.1 establece que “Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.”
Por todo lo expuesto y teniendo por presentado este Recurso, y por ello la Impugnación Indirecta de la Ponencia de Valores, en tiempo y forma, 

SOLICITA;
Primero.- Que este Órgano garantice el derecho real y efectivo a la información y asistencia de todos los ciudadanos del Municipio, compatible con las fechas de interposición de los recursos o reclamaciones, ya que, de no ser así se produciría una indefensión ante un acto de la Administración que podría producir perjuicios de difícil o imposible reparación.
Segundo.- Que se corrijan los errores detectados, en caso de haberlos, procediendo la Administración a que me dirijo a girar nueva valoración tras su corrección.
Tercero.- Que se proceda a una nueva valoración del inmueble en cuestión para que no supere el 50% del valor de mercado, tal y como estima la legislación catastral vigente.
Cuarto.- Que se revise la Ponencia de Valores  en base a esta IMPUGNACIÓN INDIRECTA para el municipio de Sagunto de forma que se adecue a la situación actual, debiéndose, previos los trámites pertinentes, dictarse Resolución acordando la NULIDAD de la 22 de junio de 2012, BOP de 25/06/2012, por la que se aprobaron las ponencias de valores totales de los bienes inmueble urbanos, y retrotrayéndose el procedimiento a la realización de una valoración técnica que tenga en cuenta las verdaderas circunstancias de mercado para realizar la correspondiente valoración.
Quinto.- Que en caso de estimarse parcialmente correcta la Ponencia de Valores, se decrete la ANULABILIDAD de la misma por todo lo anteriormente expuesto.
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